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 La ausencia de seguridad jurídica que se ha venido germinando en los ciudadanos 
como consecuencia de la corrupción que necesariamente desencadena la 
incredibilidad en las instituciones públicas, ha generado que la labor de los órganos de 
control tome un papel cada vez más importante en el desarrollo de la política 
colombiana internándose en las conductas que enmarcan el buen actuar del 
funcionario público cuya labor no solo le obliga a no apartarse de la ley por exceso o 
defecto, sino que también tiene un marco jurídico que le indica cuales conductas en 
específico están tipificadas como delitos o para el caso que le atañe a ésta 
investigación, en faltas disciplinarias. 
La corrupción es uno de los focos que persigue el derecho disciplinario; en las etapas 
procesales de las obras de interés público de mayor impacto; obras viales, 
infraestructura, servicios públicos y demás se han convertido en el medio más efectivo 
de hacer uso del clientelismo. Inversiones multimillonarias a gran escala permiten que 
el oportunismo sea un alto factor de riesgo en sectores donde confluyen intereses tanto 
públicos como privados que generan desvío de recursos donde en muchos de los 
casos el gran benefactor no es la colectividad sino la contratista quien no siempre es el 
de mejor oferta sino el de mayor conveniencia política. Sin embargo, no solo la 
corrupción es óbice para determinar una conducta disciplinable, el servidor público 
tiene una obligación de rectitud que debe regir su comportamiento laboral y desconocer 
este principio le hace merecedor de una sanción disciplinaria. 
Aunque dicha labor fue encomendada a los órganos de control y vigilancia estatal, más 
allá de la labor preventiva, se hizo necesario ejercer un control desde la esfera 
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disciplinaria que fuera mucho más cercana a las entidades territoriales en específico,  
que robusteciera la capacidad investigativa y de efectividad de los procesos y que 
permitiera descongestionar la ardua labor que desarrolla la Procuraduría General de la 
Nación en cuanto a los procesos disciplinarios le concierne. Con este objetivo fue 
creado entonces mediante la ley 734 de 2002, las oficinas de control interno 
disciplinario, con un rol establecido de manera determinada para investigar y juzgar los 
funcionarios que se encuentren bajo la jurisdicción de la misma entidad. 
Por ello, con el fin de determinar la efectividad de la labor que cumplen las oficinas de 
control interno disciplinario, se analizará un caso específico como lo fuera para esta 
investigación, la Alcaldía de Dosquebradas para los periodos 2015- 2016 con el fin de 
establecer la gestión desarrollada durante dichas vigencias y los tipos de falta más 
denunciadas e investigadas por la denominada dependencia, lo que permitirá medir su 
capacidad de respuesta frente a las quejas presentadas e igualmente hacer un 













1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
En el país, existen diferentes instituciones que han sido creadas con la finalidad de 
ejercer un control, un rol garantista para que los procesos se surtan con transparencia y 
en cumplimiento de los principios orientadores de la función pública máxime cuando del 
erario se trata; asociaciones, veedurías, fundaciones, secretaría de la transparencia 
(creada por el Gobierno actual). Sin embargo, la efectividad para disminuir los índices 
de la comisión de faltas disciplinarias en todos los procesos no se ve reflejada en la 
minimización de los procesos que se adelantan contra servidores públicos, lo que 
contrasta con el cumplimiento de la misión y visión institucional de lo que las entidades 
territoriales deben ser. Las alcaldías municipales para el caso concreto deben ceñirse a 
al cumplimiento estructural del manual de funciones que le rige, en concordancia con 
las normas y decretos que reglamentan y evitar de esta forma transgredirlas 
incurriendo en violación a las prohibiciones e incumplimiento de deberes que le son 
propios.  
Por ello, es preciso establecer cuáles son las faltas más recurrentes, la efectividad de 
la interposición de las quejas frente al proceso disciplinario y las garantías que se 
brindan al debido proceso frente al investigado con el fin de lograr una adecuada 
implementación de la medida coercitiva con fines correctivos. 
La sanción disciplinaria conlleva en sí misma una connotación de suma importancia por 
la responsabilidad que le impone a quien dirige el proceso decidir acerca de un 
elemento fundamental como lo es la estabilidad laboral del involucrado, lo que implica 
pues una investigación exhaustiva en la búsqueda de la verdad a la luz de la prueba y 
más allá de toda duda razonable para tomar una decisión de fondo, por lo que merece 
la pena descubrir pues desde la esfera del derecho disciplinario en el caso de la 
Alcaldía de Dosquebradas, ¿qué tan efectiva ha sido la asesoría de control interno 
disciplinario para investigar y fallar las faltas disciplinarias cometidas por los 
funcionarios de Dosquebradas?  
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Para hacer una medición respecto de la labor de dicha asesoría, deberá tomarse como 
base dos vigencias en específico las cuales serán 2015 y 2016, lo que permitirá dar a 
conocer un comparativo frente a la labor que se desarrolla, lo que incluye evaluar los 
métodos de recolección y valoración probatoria, análisis del proceso desde lo 
normativo y las características propias de la determinación de la conducta como falta 
disciplinable con el fin de dar a conocer al final el proceso de evolución que haya 
podido surgir en cuanto a la metodología investigativa que plantea la asesoría frente al 




















El presente proyecto investigativo se realiza con la finalidad de dar a conocer la función  
administrativista desde el punto de vista de la labor que ejercen las oficinas de control 
interno disciplinario y su importancia en la aplicación del derecho disciplinario dentro de 
la labor que desempeñan como organismo de control municipal del correcto 
cumplimiento de la función pública, el ejercicio desde la aplicación exacta de sus 
labores partiendo de la constitución política, la ley y los decretos que lo reglamentan, la 
incursión en una falta disciplinaria también puede originarse por la omisión o 
extralimitación de las funciones consignadas en los manuales (decreto) que rigen la 
actividad administrativa. 
La realidad jurídica del momento precisa pues, hacer un análisis investigativo respecto 
del cumplimiento del objeto por el cual fueron creadas éstas oficinas de control interno 
disciplinario, para determinar si están realizando un papel fundamental en el 
establecimiento de condenas y sanciones ejemplares, identificando los factores 
fundamentales de los cuales provienen la reincidencia en determinadas faltas 
disciplinarias tales como las relacionadas con el erario, la contratación estatal, el acoso 
laboral entre otras, su contribución para erradicar dichas faltas que afectan la 
credibilidad en las institución públicas mediante un tratamiento preventivo desde la 
esfera de la sanción como medida instituida para corregir y prevenir la reincidencia en 
la conducta disciplinable, y que mejor manera de hacer este análisis que a través del 
estudio de una oficina en específico como lo es la radicada en la Alcaldía de 
Dosquebradas y mediante dos vigencias distintas para establecer un modelo 
comparativo que sirva de fuente de estudio y llegar a conclusiones más precisas 




3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
3.1. Objetivo General 
 
Realizar un estudio de los procesos disciplinarios que se llevan a cabo en la asesoría 
de control interno disciplinario de la alcaldía de Dosquebradas haciendo un análisis 
comparativo entre su gestión durante las vigencias 2015 y 2016.   
 
3.2. Objetivos Específicos  
 
 Generar un diagnóstico de las principales faltas disciplinarias que son motivo de 
investigación disciplinaria cometidas por los funcionarios de la Alcaldía de 
Dosquebradas.  
 
 Hacer un análisis comparativo entre la gestión realizada por la asesoría de 
control interno disciplinario de la alcaldía de Dosquebradas durante los periodos 








4. MARCO DE REFERENCIA 
 
 
4.1. Marco Histórico 
Los antecedentes que se abarcaran durante la presente investigación serán abordados 
desde dos aristas principales; la creación de la oficina asesora de control interno 
disciplinario de la Alcaldía Municipal de Dosquebradas y la creación del derecho 
disciplinario como fuente legal para investigar y juzgar las conductas sancionables 
como faltas cometidas por los servidores públicos de carrera administrativa, 
nombramiento provisional y libre nombramiento y remoción. 
El decreto 3074 de 1968 estatuye por primera vez las faltas disciplinarias en los 
servidores públicos, indicando cuales podrán ser las sanciones a imponer por la 
desatención a los deberes y prohibiciones, sanciones que comienzan con la 
amonestación privada, hoy extinta, amonestación escrita, multa que no exceda la 
quinta parte del sueldo mensual, circunstancia que ha cambiado referente a los limites 
de la hoy impuesta la cual obedece a lo correspondiente a mínimo 10 y máximo 180 
salarios básicos mensuales devengados, la suspensión que se enmarcaba en una 
limitante de máximo 30 días, sanción que también se encuentra hoy modificada no solo 
en la cantidad de tiempo que en la actualidad puede variar de mínimo un mes y 
máximo un año, sino que también permite que sea una sanción simple para las faltas 
graves culposas o inclusive la suspensión podrá ir acompañada de una sanción 
accesoria como lo es la inhabilidad especial para ejercer la función pública diferente al 
cargo que desempeña. En igual forma se encuentra la sanción con destitución, en cuyo 
caso no solo requería de un concepto previo emanado de la comisión de personal de la 
entidad correspondiente, sino que también éste decreto no determinaba la cantidad del 
tiempo en que la medida debía cumplirse, circunstancia que hoy se encuentra 
subsanada con la aclaración de los límites de dicha sanción que serán desde mínimo 
10 años y máximo 20, acompañada también de una sanción accesoria tal como la 
inhabilidad general para ejercer cualquier cargo en la función pública. – de lo anterior 
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es importante aclarar que las medidas hoy conocidas y de aplicabilidad vigente se 
encuentran sujetas a una posible actualización proveniente de la actualización de la 
legislación en materia disciplinaria como lo será la aprobación de un nuevo código 
general disciplinario que de implantarse podría modificar de manera sustancialmente 
significativa las penas a imponer, entre otros cambios estructurales entre las faltas 
gravísimas. 
Más adelante, sería la ley 13 de 1984 quien consagraría, en ciertos eventos, la 
potestad sancionatoria en cabeza del superior inmediato del investigado en procura de 
mantener el orden en las dependencias de las que era responsable, en el jefe del 
organismo o de la dependencia correspondiente o incluso en el nominador. Bajo ese 
marco legal, cuando fuere procedente iniciar la acción disciplinaria, el funcionario 
competente debía designar a un funcionario investigador de igual o superior jerarquía al 
investigado, para que adelantara la respectiva investigación.  
Así pues que, el derecho disciplinario surge como una necesidad de crear una rama del 
derecho independiente del derecho penal que se encargara de orientar, reglamentar y 
estudiar los comportamientos o malas prácticas que originan la comisión de faltas que 
a la luz del campo jurídico muchas de ellas en principio no radican en un ilícito pero que 
si afectan el buen desempeño de la administración pública y que son generadas por un 
sujeto en específico que al causarla no está actuando en su esencia de ciudadano en 
general sino como servidor público, lo que implica pues un comportamiento en si 
ejemplar, decoroso y honesto, por ello, la ley 200 de 1995 creó el primer código 
disciplinario en el país que traza no solo las conductas legalmente reprochables por los 
funcionarios públicos, sino que enmarca taxativamente aquellas faltas cuyo 
sometimiento implica las sanciones más gravosas, midiendo su grado de perturbación 
para calificar la conducta a título de dolo o culpa y el tipo de sanción a imponer.  
A su vez, la ley 200 de 1995 comenzó a implementar el concepto de control interno 
disciplinario en lo que enmarcaba la competencia para investigar las conductas 
conocidas como disciplinables descritas en el código, cometidas por funcionarios de la 
administración y que debía estar creado en cada dependencia local o regional o 
entidad estatal sometida a las normas que rigen el proceder de la función pública tanto 
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en las omisiones como extralimitaciones tal y como se encuentra consagrado en el 
artículo 6° constitucional que regula la órbita del desempeño laboral de los servidores 
públicos en general. Indicaba pues en su articulado que el control investigativo 
disciplinario estaría en manos del jefe de la dependencia que fuese de igual o superior 
jerarquía al sujeto del proceso.  
Posteriormente, en el año 2002 el surgimiento de la ley 734 como actualización del 
código único disciplinario colombiano, trajo consigo la creación formal de las oficinas de 
control interno disciplinario cuya labor se encontraba definida como órgano de 
investigación y juzgamiento de las conductas disciplinables cometidas por funcionarios 
de la institución y que deberían encontrarse en el más alto nivel jerárquico de la entidad 
pública con la finalidad de asegurar su independencia y autonomía, cuya segunda 
instancia sería garantizada por el jefe nominador de la entidad tal como el Alcalde, 
Gobernador o Gerente General. 
De esta forma, mediante el acuerdo N° 007 de marzo 27 de 2001, el Concejo Municipal 
facultó al alcalde de Dosquebradas, para reestructurar la administración y dotarla de 
una oficina que permitiera ejercer la gestión pública en forma adecuada, que se 
encargara de conocer y fallar en primera instancia los procesos disciplinarios que se 
adelantaran contra sus servidores y mediante decreto N° 022 de enero 28 de 2003, se 
crea el cargo de asesor de control interno disciplinario con funciones específicas.  
Posteriormente a través de la resolución N° 023 del 11 de marzo de 2004, cambio de 
Asesoría de Control Interno por Unidad de Asuntos Disciplinarios y nuevamente por 
decreto 620 del 29 de diciembre de 2006, se denominó Asesoría de Control Interno 






4.2. Marco Jurídico 
 
Colombia es un país con multiplicidad de normas, por ello, es preciso resaltar las más 
relevantes en cuanto a la materia se trata, por ello, la presente investigación tiene un 
alcance analítico que se desarrolla principalmente en el estudio del principal compendio 
normativo que permite la realización de la labor que desempeñan las asesorías de 
control interno disciplinario en las instituciones públicas del país específicamente las 
entidades territoriales. Resulta necesario aclarar que el régimen disciplinario aplicable a 
la fuerza pública (ejército, armada nacional, fuerza aérea y policía nacional) es 
independiente el cual se rige por la ley 836 de 2003.    
Igualmente, se tocará en forma suscita una parte del componente jurisprudencial del 
tema debatido que amplia conceptos en cuanto a las competencias de las oficinas de 
control interno disciplinario a que se ha referido la Corte.  
Ley 734 de 2002, actual código único disciplinario, es el principal marco jurídico que 
habilita el rol que desempeña la asesoría de control interno disciplinario de la alcaldía 
de Dosquebradas, no solo porque las crea como un órgano legítimo y legalmente 
constituido, sino también porque orienta la labor desde el derecho disciplinario guiando 
el proceso en su integridad desde los principios normativos, conceptos básicos 
fundamentales, la taxatividad de las faltas disciplinarias, sanción y dosificación.  
El código permite entrever las enormes facultades que se le otorgan al jefe de la oficina 
de control como juez del proceso disciplinario dentro de cuyas facultades se le permite 
tener la misma jerarquía que abarca a los procuradores en cuanto a nivel probatorio se 
refiere con una sola excepción en cuanto a las funciones de policía judicial. Este hecho 
le permite tener competencia pues para ordenar investigaciones tanto a funcionarios de 
carrera administrativa como de nivel directivo y asesor de la entidad. El jefe de dicha 
dependencia, también se encuentra habilitado para disponer entre las sanciones por 
faltas disciplinarias la más gravosa de ellas como lo es actualmente la destitución e 
inhabilidad para ejercer funciones públicas por el término de 20 años. Dicha ley permite 
también adelantar procesos de trámite tanto ordinario como verbal cuya 
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implementación se origina en las faltas gravísimas, la flagrancia, confesión o prueba 
suficiente para determinar la responsabilidad del funcionario, lo que permitirá la 
celeridad del proceso disciplinario. 
Sin embargo, por ser un órgano de menor jerarquía –si se permite la expresión-, tanto 
las Personerías como Procuradurías podrán despojarle del trámite de determinados 
procesos si deciden hacer uso del poder preferente ante lo cual la oficina asesora no 
podrá oponerse.    
Por su parte, la Ley 1474 de 2011, consideró una serie de importantes modificaciones 
necesarias para el sistema que se venía aplicando a través del Código Disciplinario 
entre otros. Denominada como el “estatuto anticorrupción”, introdujo cambios en el 
aspecto procedimental tales como la prescripción de la acción disciplinaria, los términos 
de la etapa de investigación disciplinaria aumentado al doble y en las decisiones de 
mérito notificables por estado tales como el cierre de investigación para proferir 
decisión de cargos. Así mismo introdujo cambios considerables en cuanto a las 
causales, competencia y procedencia de la acción de revocatoria directa de los fallos 
sancionatorios. En el histórico de la oficina asesora de control interno disciplinario de 
Dosquebradas, no existen antecedentes acerca de la aplicación o uso de esa potestad. 
A su vez se introdujeron cambios tales como el aumento de las prohibiciones y faltas 
gravísimas ya consagradas, aumento en las faltas gravísimas de los particulares que 
están sometidos a la ley disciplinaria e incrementó los sujetos disciplinables a los 
particulares con funciones públicas como lo son los interventores del contrato estatal.     
En cuanto al aspecto probatorio, la valoración de los medios de prueba debe hacerse 
conforme a las disposiciones que los regulen y con la primacía de los derechos 
fundamentales del implicado, igualmente le otorgó valor a los indicios en cuanto a 
consideraciones probatorias con la prevalencia del principio de la sana crítica. 
Igualmente en la etapa probatoria, prevé la posibilidad de que el juez disciplinario 
decrete pruebas de oficio y las que no se hubieren alcanzado a practicar durante la 
etapa investigativa durante la etapa de formulación de cargos.  
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Otra de las modificaciones agregadas por esta ley incluye el término de traslado para la 
presentación de alegatos de conclusión durante diez días, indicando además un 
término perentorio para expedir el fallo disciplinario una vez vencido el traslado para 
alegar.  
Uno de los cambios más significativos fue la mejora en las reglas procesales que debe 
cumplir el proceso verbal, introdujo aclaraciones en cuanto a términos, práctica de 
pruebas y procedencia de recursos. 
El estatuto anticorrupción es una norma de obligatoria e inmediata implementación para 
la oficina de control disciplinario toda vez que cambio sustancialmente los 
procedimientos que tienen diaria aplicación en cada una de las investigaciones.      
El compendio normativo que tiene aplicación en los procesos disciplinarios suele ser 
más amplio de lo que se cree; porque aún, si bien es cierto las normas de 
procedimiento aplicable describen algunas de las situaciones fácticas que dan lugar a 
la actuación disciplinaria tipificando los casos específicos que darán lugar a la sanción 
más gravosa como es el caso de la destitución general hasta por 20 años, también 
resulta imperioso el análisis sistemático de las leyes y decretos que regulan tanto la 
función pública como los procesos estricto sensu.  
Cada investigación disciplinaria que se adelanta es un estudio de caso en concreto, 
requiere rigurosidad en el análisis del compendio normativo que tipifica la conducta 
como falta ya que no solo debe existir violación al deber o las prohibiciones 
consagradas en el estatuto disciplinario, sino que ello implica remitirse a la norma 
particular que consagra la conducta. Un buen ejemplo puede ser la remisión al código 
de rentas para el caso de las faltas provenientes de la secretaría de hacienda en 
asuntos tributarios o la remisión al estatuto de profesionalización docente para el caso 
de las secretarías de educación de faltas provenientes de docentes o directivos 
docentes, entre otros, lo que se requiere para lograr determinar si se ha generado un 
menoscabo o no la administración en sí como un desconocimiento flagrante de los 
principios que gobiernan la función pública, aspecto particular que integra el deber ser 
del derecho disciplinario en que el servidor tiene el deber de cumplir sus obligaciones 
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consagradas en la Constitución Política, las leyes, decretos y/o manuales y que su 
desconocimiento basta para tipificarse lo que le implica pues una sanción aunque no 
genere un perjuicio necesariamente, aspecto este a considerar en cuanto a las 
diferencias que le distinguen del derecho penal en sentido abstracto.    
 
4.2.1. Fundamento Constitucional 
La aplicación de los principios rectores constitucionales en concordancia con los que 
rigen el proceso disciplinario, tienen aplicación directa gracias al artículo 195 de la Ley 
734 de 2002 cuyo contenido expresa la prevalencia de la integración normativa en 
armonía con la Constitución Política y demás leyes.  
Artículo 6 de la Constitución Política: es el origen de la responsabilidad de los 
servidores públicos en cuanto a sus acciones y omisiones, circunstancias bajo las 
cuales se da aplicación al régimen disciplinario desde el más alto nivel bajo las órdenes 
de la Procuraduría General de la Nación hasta las oficinas de control interno 
disciplinario. 
Artículo 29: su alcance de aplicación obedece fundamentalmente a garantizar el debido 
proceso en todas las investigaciones que se adelanten contra un ciudadano, lo que 
necesariamente incluye el proceso disciplinario, que para este caso tiene la investidura 
de servidor público cuyo comportamiento imprime un deber de singular cuidado, con el 
fin de respetar los derechos a la legítima defensa, la valoración probatoria, la buena fe 
y  duda razonable por mencionar algunos de los más importantes. 
Los artículos 122 a 128, establecen con claridad qué es un servidor público, algunas de 
sus prohibiciones, los tipos de vinculación que se pueden dar en las entidades 
territoriales en las cuales hace referencia a la provisionalidad, carrera y libre 
nombramiento, todas ellas a las cuales les son aplicables el régimen disciplinario 
vigente. 
Artículo 209; establece los principios que serán aplicables a la función administrativa en 
lo que se puede incluir los procesos disciplinarios cuya función está encaminada a 
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investigar y juzgar las conductas reprochables de los funcionarios de la administración 
como garantía de la trasparencia en los procesos propios de la oficina de control 
interno disciplinario.  
 
4.2.2. Soporte Legal 
 
La legislación que pretendía regular y corregir los ya crecientes problemas respecto de 
la trasparencia en los procesos contractuales comenzó con la Ley 190 de 1995.  
La Ley 190 de 1995, tendiente a regular toda la función pública en el marco de la 
organización administrativa, insertando a la ley penal la inhabilidad de funcionarios 
públicos por condenas relacionadas con la afectación al patrimonio del estado, entre la 
inclusión de más delitos provenientes de la mala administración del erario, los 
beneficios particulares a costa del sacrificio de recursos como medidas implementadas 
para disminuir la descomposición de la clase política en las diferentes esferas del poder 
implantando cambios sustanciales al código penal y de procedimiento penal. 
Posteriormente, con la llegada del Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002, los 
funcionarios públicos se expusieron a un compendio normativo que exclusivamente se 
encarga de vigilar y castigar la conducta omisiva u extralimitada de los funcionarios, 
entre las que bien se puede resaltar la capacidad de destituir al funcionario e 
inhabilitarlo por un término de hasta por 20 años en el ejercicio de funciones públicas 
cuando se trata de conductas disciplinables que afectan el erario y para lo cual se 
encuentran consagradas taxativamente en el artículo 48 como faltas gravísimas a título 
de dolo. Este logro en cuantos a rigurosidad en castigos por el mal obrar de la 
administración, ahora puede bien ser cuestionado dado el Nuevo Código General 
Disciplinario que se encuentra actualmente para sanción presidencial el cual reduce la 
sanción máxima de 20 a 10 años cuestionando la firmeza de los mismos. 
Más adelante, Colombia ratificaría su participación en la Convención de las Naciones 
Unidas Contra la Corrupción y la implementaría mediante la Ley 970 de 2005, cuyo 
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objetivo principal fue la cooperación internacional para la prevención de la corrupción y 
la lucha contra la misma mediante herramientas para fortalecimiento de la búsqueda de 
bienes producto de la corrupción y trabajar en una política integral de recuperación de 
patrimonio mediante la rendición de cuentas y el control de la gestión administrativa. 
Ley 80 de 1993, Estatuto de la Contratación Pública, regula todo lo concerniente a 
requisitos, inhabilidades e incompatibilidades para contratar con el estado; carta de 
navegación inicial que más adelante sería complementada por el Decreto 1150 de 2007 
y 1085 de 2012, leyes que son referente de las faltas disciplinarias originadas en la 
contratación.  
La Ley 906 de 2004 Código de Procedimiento Penal, es aplicable en el ámbito 
disciplinable en virtud del principio de integración normativa para interpretación de 
acuerdo a vacíos normativos que puedan darse en el aspecto procedimental y 
probatorio.  
Ley 1474 de 2011, como nuevo estatuto anticorrupción, implementa modificaciones 
sustanciales a los Códigos de Procedimiento Penal y Disciplinario Único, cuyos 
cambios más relevantes ya fueron indicados páginas atrás.   
 
4.2.3. Soporte Jurisprudencial 
Adicionalmente, es menester dar a conocer la posición de la Corte Constitucional al 
respecto de la responsabilidad estatal específicamente de los órganos de control 
respecto de la trasparencia en la contratación pública también vista desde el enfoque 
normativo que se mencionó anteriormente y analizada desde las siguientes sentencias, 
por mencionar unas pocas: 
- La Sentencia C-1061 de 2003  
El control disciplinario es un elemento indispensable de la 
Administración Pública, en la medida en que, como lo ha dicho la 
Corte, el mismo se orienta a garantizar que la función pública sea 
 20 
ejercida en beneficio de la comunidad y para la protección de los 
derechos y libertades de los asociados.(Sentencia C-1061 de 2003) 
La sentencia explica como el derecho disciplinario es una integración de todo el 
sistema normativo que desarrolla la función del servidor público para que permita 
determinar cuándo un comportamiento en particular está constituyendo una falta 
disciplinaria en el entendido de quebrantamiento no solo de la norma específica sino 
también de la constitución tanto por extralimitarse u omitir sus funciones de acuerdo 
con el artículo sexto de la constitución política.  
Explica también como la Constitución permite ejercer el control disciplinario de la 
Administración Pública desde dos niveles. El control interno y externo, siendo el 
primero de ellos el ejercido por cada entidad territorial que hace parte de la 
administración pública en el marco de la constitución política y la ley, haciendo uso de 
sus potestades sancionatorias administrativas y el segundo de ellos, el que ejerce 
directamente la Procuraduría General de la Nación    
Explica que el control disciplinario interno es un mecanismo que se ejerce a manera de 
autocontrol de las instituciones púbicas en razón a las relaciones especiales de 
sujeción y subordinación que tienen los funcionarios con la entidad a la cual están 
vinculados, con el fin de garantizar que los servicios se presten de manera efectiva y 
cumpliendo las finalidades del Estado previstas en la constitución como norma de 
normas, lo que implica que por la naturaleza del control interno disciplinario esté 
encomendado al superior jerárquico quien tiene la responsabilidad de orientar a cada 
dependencia de su entidad para propender por el cumplimiento de los fines propios del 
servicio público por lo que termina siendo una valiosa herramienta para la 
administración    
 
- Sentencia C-500 de 2014 
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El ejercicio de la potestad disciplinaria, tal y como lo ha reconocido 
este Tribunal, se manifiesta en diferentes niveles y por ello, reside 
también en diversas autoridades. Así, con fundamento en el 
artículo 269 de la Constitución la potestad disciplinaria se 
encuentra radicada, como expresión del control interno, en las 
oficinas previstas para el efecto en la entidad pública a la que se 
encuentre vinculado el servidor público correspondiente. Se trata, 
según lo ha advertido esta Corporación, del control ejercido “por 
cada una de las entidades que forman parte de la Administración 
Pública en desarrollo de la potestad sancionadora de la 
administración. (Sentencia C-500 de 2014) 
 
La sentencia resalta la importancia de los artículos 2 y 76 del Código Disciplinario 
Único en el entendido de de que toda entidad debe crear la oficina de control interno 
disciplinario para que sea la encargada de investigar y fallar las sanciones disciplinarias 
que se cometan por servidores públicos en primera instancia y a su vez le otorga la 
competencia para conocer de aquellas faltas cometidas por los servidores públicos de 
su dependencia.    
 
- La sentencia C-673 de 2015 
Analizando el criterio funcional o material, la Corte evidencia 
que el empleo público de jefe de control interno disciplinario 
o quien haga sus veces, ejerce varias funciones asignadas 
por la ley y por los diferentes manuales específicos de las 
entidades públicas, dentro de las cuales se destacan dos 
esenciales que refieren a temas disciplinarios de directrices 
preventivas y correctivas, ejes básicos sobre los cuales 
descansa la actividad. (Sentencia C-673 de 2015) 
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Al respecto la sentencia explica como el asesor de control interno disciplinario de una 
entidad estatal tiene además funciones preventivas, tales como trazar proponer y 
coordinar políticas, programas y/o planes institucionales orientados a prevenir y 
disminuir la comisión de faltas disciplinarias por parte de los servidores públicos de la 
entidad.  Esta función conlleva a una orientación institucional que debe estar de la 
mano del jefe, director o gerente de la entidad para que permita la adopción de 
medidas concernientes a minimizar las violaciones que con frecuencia se presentan 
contra el ordenamiento jurídico y que constituyen faltas disciplinarias. Con tal actuar lo 
que se busca es concientizar y evitar que el servidor que ejerce funciones públicas 
incurra en conductas sancionables o que impidan el cumplimiento de sus 
responsabilidades. Así, los planes y políticas fijados propenden por menguar el riesgo 
de comisión de faltas disciplinarias que generen un impacto en el ejercicio adecuado, 
transparente y eficiente de la función pública.     
Indica como la labor correctiva del juez disciplinario, tiene que ver más con su trabajo 
procedimental en la apertura de indagaciones preliminares, investigaciones 
disciplinarias y los fallos de primera instancia que se emiten contra los servidores 
públicos de la entidad cuando se encuentre probada su responsabilidad disciplinaria. 
La sentencia expresa que de las normas que conforman el código se puede extraer que 
el jefe de la oficina de control interno disciplinario funge como director de los procesos 
disciplinarios que, con absoluta confidencialidad, se adelanten contra los servidores 
públicos de una entidad recordando que las investigaciones tienen carácter de reserva 
hasta tanto no exista formulación del pliego de cargos, lo que se encuentra incluso 
consignado en su articulado, por lo que ejerce una función de conducción eficiente e 
imparcial sobre dichos procesos. La función correctiva implica además una actuación 
transparente, basada exclusivamente en la valoración probatoria del material allegado 
al proceso, con el fin de que la decisión tomada este basada en las normas y que  
corresponda a los principios de objetividad y legalidad  
Concluye la sentencia que  
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La naturaleza de las funciones esenciales determinadas por 
la ley y los reglamentos de funciones y competencias 
específicas de las diferentes entidades estatales de la 
administración central del nivel nacional, de la administración 
descentralizada del nivel nacional y de la administración 
descentralizada del nivel territorial, permiten concluir que el 
empleo público de jefe de control interno disciplinario o quien 
haga sus veces, tiene a su cargo temas de dirección, 
conducción y orientación institucional que se convierten en 
una justificación razonable para que el legislador haya 
definido por ley exceptuarlos de la regla general de la carrera 
administrativa. (Sentencia C-673 de 2015) 
Explica así que el asesor no solo cumple sus funciones basándose en los lineamientos 
que de manera expresa indica el código disciplinario único y las normas que le 
complementan, sino que además puede definir e instaurar modelos preventivos en 
materia disciplinaria que operen como parte de la política interna en las entidades 
públicas. 
 
4.3. Marco Conceptual 
 
- Derecho Disciplinario: es el conjunto de normas sustanciales y procesales en virtud de 
la cuales el Estado asegura la obediencia, la disciplina y el cumplimiento ético y moral, 
de los servidores públicos; y mediante el cual su desconocimiento implica una sanción 
efectiva que afecta su vínculo laboral con la administración, con el ánimo de garantizar 
de manera preventiva y restrictiva el cumplimiento correcto, eficaz, eficiente, moral, 
igualitario, imparcial, transparente y económico de la función pública.  
- Ilicitud sustancial: en derecho disciplinario, obedece a la infracción sustancial al deber 
funcional del servidor público.  
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- Sujeto disciplinable: son los servidores públicos -activos o retirados del servicio, 
cuando los efectos de su conducta se produzcan después de dejar el cargo o la 
función- que en razón de su función afectan los principios esenciales y el normal 
desempeño del servicio de la administración.  
- Sanción disciplinaria: De acuerdo con  Consejo de Estado, Sección Segunda, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, es “una sanción de tipo administrativa que tiene por 
finalidad el logro de la disciplina en el ejercicio de la función pública, y reprimir las 
transgresiones a los deberes y obligaciones impuestos a los agentes estatales. La 
facultad sancionadora de la administración que tiene por fundamento primo la defensa 
misma de la administración y de su moralidad, y no sólo la simple corrección del 
funcionario que no guarda sus deberes y compromisos con aquella” (Sentencia del 29 
de julio de 1987) 
- Servidor público: un servidor público es una persona que brinda un servicio de utilidad 
social que se encuentra adscrito a una entidad estatal mediante decreto por 
provisionalidad, por libre nombramiento y remoción o carrera administrativa.  
- Entidad territorial: son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los 
municipios y los territorios indígenas. La ley podrá darles el carácter de entidades 
territoriales a las regiones y provincias que se constituyan, en los términos de la 
Constitución y la ley. 
- Funcionario público: dividido en: i) toda persona que ocupe un cargo legislativo, 
ejecutivo, administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea designado o elegido, 
permanente o temporal, remunerado u honorario, sea cual sea la antigüedad de esa 
persona en el cargo; ii) toda otra persona que desempeñe una función pública, incluso 
para un organismo público o una empresa pública, o que preste un servicio público, 
según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la esfera 
pertinente del ordenamiento jurídico de ese Estado Parte; iii) toda otra persona definida 
como "funcionario público" en el derecho interno de un Estado Parte. No obstante, a los 
efectos de algunas medidas específicas incluidas en el Capítulo II de la presente 
Convención, podrá entenderse por "funcionario público" toda persona que desempeñe 
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una función pública o preste un servicio público según se defina en el derecho interno 
del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de ese 
Estado Parte (Ley 970 de 2005) 
 
4.4. Marco Teórico 
 Las corrientes de pensamiento aplicables a la presente investigación: 
TEORÍA DE PENSAMIENTO JURÍDICO: LA TEORÍA PURA DEL DERECHO (Kelsen). 
Hans Kelsen vislumbra su teoría a través del neokantismo y del positivismo, siendo 
esta última a la que se le dará aplicación en esta investigación.  La teoría pura del 
derecho, en su positivismo refleja el sentido e importancia primaria que se deriva de la 
norma como una fuente de derecho que se debe interpretar en su integridad tal y como 
lo revela el legislador, limitando toda clase de interpretaciones que conlleven a la 
desviación en su sentido más profundo sobre todo para el juez que será en última 
medida quien la aplique. 
Para Kelsen, “el derecho es necesariamente, un deber ser, que no está constituido 
como una voluntad”. (Wolfgang s.f p 45)El derecho positivo nunca es solamente 
voluntad estatuida por hombres, sino que siempre pretende ser obligatorio. “La cuestión 
de obligatoriedad no se le asocia al derecho positivo como cualquier posible problema 
suplementario, sino que se halla indisolublemente vinculada a su noción misma”. 
(Wolfgang 1975 p 47) 
No puede haber para Kelsen ningún deber obligatorio, puesto que tiene que estar 
estatuido por la voluntad del individuo. Si alguien habrá de estatuir determinado 
comportamiento – he aquí una cuestión que él solo puede resolver-. No hay ninguna 
teoría científica de obligatoriedad universal, porque no hay objeto previamente dado 
que sea calificable de deber. La enunciación de que alguien debe estatuir determinado 
comportamiento por estar legalmente obligado a ello, no ha de entenderse en el sentido 
de un deber obligatorio. Para Rechtslehre  (s.f) “Sólo significa que conforme al 
supuesto de que la norma fundamenta un estado de cosas se considera como una 
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norma que dice que una persona queda facultada para estatuir un acto coercitivo 
contra una persona, cuando esta última no estatuya ese comportamiento determinado, 
en otras palabras: que en tal caso, ese acto coercitivo no ha de considerarse ilícito, 
sino sanción jurídica”. Por eso la jurisprudencia no puede ocuparse de la 
obligatoriedad, sino únicamente de esa validez del derecho. Lejos de enunciar que el 
derecho debe ser obedecido, la jurisprudencia solamente comprueba la vigencia (o sea 
la  existencia del derecho como  un facultar bajo el supuesto de la norma fundamental y 
de las relaciones de producción establecidas por él). (Wolfgang 1975 p 36) 
De ahí la necesidad de considerar validas únicamente las normas coercitivas eficientes, 
tal validez no coincide con la efectividad: primero, formalmente, por razones de índole 
epistemológica, luego por consideraciones prácticas, ya que  las disposiciones jurídicas 
nunca se cumplen ni se aplican en su totalidad, y, por lo tanto, basta que el orden 
jurídico constituya un orden coercitivo a grandes rasgos efectivo Rechtslehre  (s.f p 
1452). De ello se infiere para la jurisprudencia concebida como ciencia del deber,  la 
necesidad de dejar totalmente a un lado la cuestión de efectividad. “Sólo puede ser 
tenido en cuenta la efectividad como criterio relevante para la elección de la norma 
fundamental” (Wolfgang 1975 p 36-37). El derecho disciplinario es en esencia una 
norma coercitiva cuya finalidad en sí misma debe ser buscar la eliminación en mayor 
medida de las faltas originadas en la función pública a través de la sanción ejemplar.  
- FRANCISCO CAMPOS (jurista) 
Adicionalmente, en el actual pensamiento jurídico latinoamericano el jurista Francisco 
Campos, afirma que para legitimar una función crítica especial para la filosofía del 
derecho sería necesario demostrar que el fenómeno jurídico escapa de las condiciones 
de conocimiento del fenómeno social “in genere”. Como el derecho no supone 
condiciones de conocimiento especiales, no se puede atribuir a la filosofía del derecho 
una función gnoseológica. A ella le compete formular un juicio relativo a una época y a 
un grupo social, del derecho positivo y del derecho en formación, en función de 
exigencias de la conciencia social. De esta manera, teniendo en cuenta las nuevas 
exigencias sociales, le corresponde verificar hasta  qué punto el derecho positivo 
satisface esas exigencias, opinando en cuanto a las reformas que deben introducirse 
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en el orden jurídico positivo de modo de satisfacer los ideales jurídicos de la época, es 
esa, según Francisco Campos, la función práctica de la filosofía del derecho. Pero el 
examen de la historia no basta, pues es necesario reintegrar el fenómeno jurídico en 
los fenómenos sociales y de esa manera, desde un punto de vista sociológico, 
comprender al derecho en la totalidad de aquellos.  
Sostiene Campos (2009 p. 97) que la filosofía del derecho “está colocada entre la ética 
y la economía política, y que tiene por fin establecer los principios generales del 
derecho sirviéndose de los resultados de las ciencias jurídicas particulares, estudiando 
la génesis y las trasformaciones jurídicas, indagando las tendencias jurídicas de cada 
época, a fin de proponer reformas oportunas en el derecho positivo”.  
Son estas corrientes iuspositivistas las más aplicables a esta investigación, dado que 
se da a conocer la interpretación que le da Kelsen a la obligatoriedad de la norma y su 
análisis en forma amplia, revelando de manera un tanto sorpresiva que no sólo debe 
entenderse ésta en su sentido más taxativo y estricto, sino también que permite 
generar el interrogante de si en realidad la norma que otorga el derecho prima sobre él 
mismo o si el funcionario está en la facultad de acogerse a éste. La obligación del 
cumplimiento de las normas que rigen la función pública permite garantizar no solo la 
efectividad de la prestación del servicio público, sino también la transparencia en los 
procesos que se surten que de manera coercitiva están ligados a una prohibición-
sanción por su desatención y cuyo castigo estará a cargo de las oficinas de control 
interno disciplinario para el caso de las entidades territoriales a nivel interno 
permitiendo hacer un autocontrol y evaluación del comportamiento de sus propios 
funcionarios. 
En cuanto a Campos, su concepción filosófica propone reformas jurídicas aplicables a 
la época y hasta qué punto son satisfactorias permitiendo analizar las faltas 
disciplinarias más recurrentes y su disminución o aumento de acuerdo a la estadística 
que refleje el estudio de la gestión de la oficina de control disciplinario durante los 
periodos 2015 y 2016. 
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4.5. Estado Del Arte 
Para la presente investigación se realizó un sondeo de proyectos de grado que 
estuviesen relacionados con el tema en estudio, llevado a cabo por estudiantes del 
programa de Derecho de diferentes universidades con el fin de encontrar variables 
desde las diferentes escuelas del pensamiento, y se encontraron las siguientes: 
“La Objetividad en la Toma de Decisiones de Los Jefes de Las Oficinas De Control 
Interno Disciplinario en La Entidades Territoriales Centralizadas Colombianas” 
Presentado por: Ángela Paola Cocunubo Olivos. Universidad Militar Nueva Granada 
2014. 
Ofrece una óptica de la oficina de control interno disciplinario vista como una 
herramienta administrativa indispensable para el control comportamental de los 
funcionarios de una entidad territorial determinada, explicando la importancia de 
garantizar la imparcialidad del juez disciplinario para lo cual propone la convocatoria 
pública como una modelo alternativo posible de elección del funcionario que actúa 
como jefe de la oficina que permita desarrollar la gestión administrativa de forma 
objetiva propendiendo por el fomento de la cultura de autocontrol, evaluación y 
seguimiento con relación al ejercicio propio de las labores a cargo. 
 
1. Oficina de Control Interno Disciplinario en el Ejército Nacional  
Presentado por: Jessica Paola López Santos. Universidad Militar Nueva 
Granada 2016. 
Mediante este trabajo se llevó a cabo la investigación de la posibilidad de transformar la 
actual coordinación jurídica militar como el órgano que se encarga de realizar de 
manera independiente las investigaciones de índole disciplinaria de la jurisdicción 
militar a oficina de control interno disciplinario. Lo anterior debido a que para ese 
momento, el jefe de la oficina que adelanta ese proceso llega a ese cargo por medio de 
una cadena de mando que está en el mayor orden jerárquico lo que no garantiza la 
imparcialidad del funcionario juzgador. 
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Ambos trabajos hacen un análisis de la importancia de la figura de oficina asesora de 
control interno disciplinario pero desde dos aristas diferentes en cuanto a lo que tiene 
que ver con el objeto del trabajo como lo es el análisis de la efectividad de la gestión de 




















5. DISEÑO METODOLÓGICO  
 
5.1. Tipo de Estudio 
El tipo de investigación a trabajar, bien puede definirse como un estudio descriptivo 
toda vez que pretende dejar en evidencia el trabajo que ha venido desarrollando la 
oficina asesora de control interno disciplinario de la Alcaldía de Dosquebradas a través 
del análisis de dos vigencias diferentes, realizando un enfoque en las faltas que con 
mayor frecuencia se presentan en este ente territorial y cuál es el manejo que se les ha 
venido dando para entender de este punto de vista cual ha podido ser su grado de 
efectividad lograda partiendo del manejo que se le da al proceso disciplinario.  
Para hacer este análisis es preciso demarcar las herramientas con las que se 
desenvuelve la oficina, la distribución y estructura de la oficina, la práctica de pruebas, 
el origen de las quejas, cuales se presentan de manera reiterada, las conclusiones a 
las que se ha podido llegar y por supuesto las posibles falencias que impiden que el 
trabajo pueda ser más eficaz y óptimo.   
Se identificará además el campo de acción del derecho disciplinario como una rama de 
las ciencias sociales desde las oficinas de control interno disciplinario, cuya 
investigación pretenderá arrojar elementos que permitan medir su efectividad desde un 
campo de acción en específico como lo es la Alcaldía de Dosquebradas partiendo de 
dos vigencias diferentes para lograr hacer una medición.  
 
5.2. Método de Investigación 
El proyecto que se llevará a cabo se trabajará mediante un enfoque cualitativo, toda 
vez que permitirá hacer un análisis de la forma como se llevan a cabo las 
investigaciones disciplinarias en la oficina de control interno disciplinario de la Alcaldía 
de Dosquebradas, desde el aspecto procedimental, probatorio y concluyente, visto 
desde la principialística como un componente fundamental dentro del esquema 
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organizacional del sano ejercicio de la función pública, haciendo una fuerte crítica a las 
falencias que puedan ser encontradas desde su practicidad hasta ejecutoriedad misma. 
El enfoque cualitativo en la presente investigación permitirá que se pueda hallar una 
relación entre el fenómeno social que genera la queja y las consecuencias que conlleva 
la indebida ejecución de las funciones públicas como una clara desatención a los 
deberes estatuidos en el manual de funciones.  
La forma de investigación a aplicar específicamente es la investigación socio-jurídica 
toda vez que el resultado que se espera alcanzar con ésta, es lograr entrever la 
relevancia jurídica de la función que cumplen las oficinas asesoras de control interno 
disciplinario analizada desde los diferentes procesos que allí se tramitan con ocasión a 
las quejas formuladas y la gran importancia del carácter preventivo y función 
castigadora de ésta como un medio de control al interior de las instituciones en el 
contexto de la realidad social que genera falta de credibilidad y desconfianza en los 
ciudadanos reflejándose en la afectación de los servicios públicos prestados.  
La propuesta de trabajo tiene un componente socio jurídico porque se investiga desde 
dos aristas: 
1. En relación con las causas y efectos de las quejas interpuestas por la 
ciudadanía como consecuencia del presunto mal obrar de los servidores 
públicos. 
2. Desde la aplicación de la concepción normativa en su realidad social de hoy, 
efectuando un acercamiento a su efectividad desde la labor visional y misional 
que realiza articuladamente la Asesoría de Control Interno Disciplinario de 
Dosquebradas. La percepción de la ciudadanía en cuanto a la buena prestación 
de los servicios por parte de los funcionarios de la administración es sin duda de 
afectación genérica, por lo tanto es necesario analizar la razón de ser de dicho 
ente de control; si se está logrando una disminución en los hechos motivo de 
investigación y sanción como objeto de su trabajo y si no se está disminuyendo, 
cuáles son los factores para que los resultados no le sean favorables en razón 
de su función.   
 32 
5.3. Instrumentos de Recolección de la Información 
 
Dado que la investigación es de índole descriptiva, como fuente primaria esta la norma, 
toda vez que es allí donde se describe la forma del procedimiento para llevar a cabo la 
investigación y establece los parámetros de calificación de la falta y la sanción.  
La fuente jurisprudencial, toda vez que de ella se desprende la interpretación y 
aclaración que de la norma se da a la labor que cumplen las oficinas de control interno 
disciplinario especialmente en la sentencia C-1061 de 2003. 
El acceso al archivo de la oficina asesora de control interno disciplinario de la Alcaldía 
de Dosquebradas que permitió hacer un estudio de cómo se llevaban a cabo los 
procedimientos para establecer el respeto por los principios que parten del debido 
proceso y a su vez de las quejas que más se presentan en esa dependencia, 
información sin la cual no sería posible llegar a conclusiones respecto de la efectividad 
en la gestión que allí se desempeña.  
 
5.4. Técnicas de Análisis de la Información 
 
La interpretación sistemática es la técnica primordial que se usará en ésta investigación 
puesto que el componente normativo esta analizado desde una visión general que 
enmarca el sentido de la misma pues la aplicación en cada caso debe ser integral; 
partiendo de la Constitución Política, las normas, decretos que lo reglamentan, 
manuales de funciones, conceptos emanados de la Procuraduría General de la Nación 
y del Consejo de Estado sentados en jurisprudencia e incluso con apoyo de la doctrina 
que se ha publicado al respecto para lograr no solo la efectividad del fallo disciplinario, 




5.5. Personal Investigativo 
 
La investigación llevada a cabo se realizó por una sola persona, Juliana Andrea Henao 
Ramírez, abogada, estudiante de especialización de derecho administrativo de la 





















La presente investigación tuvo como presupuesto lo siguiente: 
 
Tabla 1 Presupuesto 
MATERIAL COSTO 
COMPUTADOR PORTATIL HP $ 1.920.000 
IMPRESORA HP PRINT $ 480.000 
UNA RESMA DE PAPEL TAMAÑO CARTA  $ 21.000 
COSTO ALGOLLADO DEL TRABAJO $ 30.000 
TOTAL $ 2.451.000 












7. RESULTADOS OBTENIDOS 
 
La presente investigación disciplinaria pudo dar a conocer que la Oficina Asesora de 
Control Interno Disciplinario, cumple su función bajo los lineamientos legales y 
constitucionales que le corresponde en relación a la potestad disciplinaria originada en 
lo ordenado por el artículo 76 del código disciplinario único que dispone: “Toda entidad 
u organismo del Estado, con excepción de las competencias de los Consejos Superior 
y Seccionales de la Judicatura, deberá organizar una unidad u oficina del más alto 
nivel, cuya estructura jerárquica permita preservar la garantía de la doble instancia, 
encargada de conocer y fallar en primera instancia los procesos disciplinarios que se 
adelanten contra sus servidores”. En cumplimiento de dicho mandato legal se creó la 
dependencia y el cargo de asesor de control interno disciplinario mediante Decreto 
N°022 de Enero 28 de 2003. 
Dentro de las labores realizadas se ha logrado descongestionar el despacho 
resolviendo gran cantidad de expedientes que con la recolección de pruebas 
pertinentes son meritorias de terminación y archivo logrando evacuar conductas que no 
obedecen a faltas disciplinarias y concentrar los procesos en hechos de mayor 
relevancia, para lo que fue necesario revisar cada expediente, detectando la necesidad 
de decretar la nulidad en algunos de ellos por virtud del debido proceso y en aras de 
propender por la defensa legal y transparente a que tiene derecho todo funcionario que 
es sujeto de una investigación, lo que implica iniciar el proceso nuevamente desde la 
actuación que fue declarada nula, teniendo presente el término de cinco (5) años de 
prescripción de la acción disciplinaria.  
La asesoría de control interno disciplinario es la oficina encargada de recepcionar las 
quejas provenientes de la comunidad en general, veedurías ciudadanas o remisiones 
por parte de la Personería Municipal de Dosquebradas, Procuraduría General de la 
Nación o Contraloría General de la República -en el caso de hallazgos disciplinarios-, 
dentro de los términos legales con la mayor celeridad posible, se da el trámite 
correspondiente, después de un rigoroso análisis y estudio, se procede a inhibirse de la 
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actuación, a remitir por competencia, iniciar una indagación preliminar o una 
investigación, que posterior a ello puede concluir con auto de terminación y archivo en 
fallo de primera instancia, ambos debidamente sustentados normativa y 
probatoriamente.   
El término para iniciar el proceso disciplinario es de cinco años contados a partir de la 
realización de la conducta o del último acto que genera la falta cuando se trata de una 
conducta continuada, a partir de la iniciación del mismo se tiene un término común de 
máximo cinco años para proferir fallo de primera instancia y dos años para ejecutarlo o 
darle cumplimiento.  
La oficina de control interno disciplinario cuenta con un técnico administrativo que se 
encarga de realizar las labores de notificación y comunicaciones, dos profesionales 
universitarios sustanciadores de procesos y el jefe de la dependencia.  
Durante la investigación  de los expedientes que se han tramitado en esa oficina con 
relación a las quejas que se reciben en la anualidad, pudo establecerse un análisis 
comparativo con base en la evolución del trabajo durante los años 2015 y 2016, 
encontrando diferencias sustanciales en cuanto a la cantidad de procesos, el 
tratamiento, los fallos expedidos, y el trámite procesal de los archivos. 
Pudo evidenciarse una mejora en los procesos en cuanto al respeto por los principios 
de economía procesal y debido proceso en cuanto a la disminución de los procesos 
con vencimiento de términos de indagación preliminar, investigación disciplinaria y en 
cuanto a corrección de procesos con pruebas practicadas sin decretar que generaba 
continuas nulidades, lo que se logró mediante una exhaustiva revisión de cada proceso 
sin filtrar información y corrigiendo los yerros pese a las consecuencias procesales 
tales como vencimiento de términos o desaparición del elemento probatorio a la hora 
de repetirse. Lo que permitió dicho proceso fue mejorar a futuro el tratamiento de cada 
queja, haciendo que cada funcionario asumiera la responsabilidad de los términos para 
cada etapa procesal.  
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7.1. Las quejas recepcionadas y atendidas por dependencia durante el año 
2015  
 
Tabla 2. Quejas Recepcionadas y atendidas 2015 
SECRETARIA DE EDUCACION 41 
 
SECRETARIA DE GOBIERNO 30 
SECRETARIA DE TRÁNSITO 24 
SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL Y POLÍTICO 4 
SECRETARIA DE OBRAS PUBLICAS 3 
SECRETARIA DE HACIENDA Y FINANZAS PUBLICAS 2 
SECRETARIA GENERAL Y DE LAS TICS  2 
SECRETARIA DE SALUD  1 
SECRETARIA DE PLANEACIÓN 1 
SECRETARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO 1 
TOTAL 109 
Fuente: Elaboración Propia 
 
7.2. Trámite dado a la queja radicada 2015 
 
Cantidad   
 
AUTO INHIBITORIO                                                                         24  
AUTO DE TERMINACIÓN Y ARCHIVO                                           50  
REMITIDO POR COMPETENCIA                                                    02  
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ETAPA INDAGACION PRELIMINAR                                               35  
ETAPA DE INVESTIGACION DISCIPLINARIA                                06  
CON PLIEGO DE CARGOS                                                             04  
FALLO PRIMERA INSTANCIA – SANCIONATORIO                       02  
 
 
7.3. Expedientes Activos  Detallados  por  Dependencia  2015 
 


















DEPENDENCIAS NUMERO DE 
EXPEDIENTES 
Secretaria de Educación, Cultura, Deporte y Recreación 12 
Secretaria de Transito y Movilidad 17 
Secretaria de Gobierno 8 
Secretaría de Desarrollo Social y Político 1 
Secretaria de Obras Publicas- Gobierno 2 
Secretaria de Hacienda y Finanzas Publicas 1 
Secretaria  de Salud y Seguridad Social 1 




7.4. Las quejas recepcionadas y atendidas por dependencia durante el año 
2016  
Tabla 4. Quejas recepcionadas y atendidas por dependencia año 2016 
SECRETARIA DE EDUCACION 46 
SECRETARIA DE GOBIERNO 37 
SECRETARIA DE TRÁNSITO 19 
SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL Y POLÍTICO 13 
SECRETARIA DE OBRAS PUBLICAS 10 
SECRETARIA DE CULTURA RECREACIÓN Y DEPORTES 6 
SECRETARIA DE HACIENDA Y FINANZAS PUBLICAS 5 
SECRETARIA DE PLANEACIÓN 4 
SECRETARIA DE SALUD  4 
SECRETARIA GENERAL Y DE LAS TICS 3 
SECRETARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO 2 
TOTAL 149 







7.5. Trámite dado a la queja radicada 2016 
 
Cantidad   
 
AUTO INHIBITORIO                                                                         35  
AUTO DE TERMINACIÓN Y ARCHIVO                                           78  
REMITIDO POR COMPETENCIA                                                    14  
ETAPA INDAGACION PRELIMINAR                                                56  
ETAPA DE INVESTIGACION DISCIPLINARIA                                 27  
CON PLIEGO DE CARGOS                                                              30  
FALLO PRIMERA INSTANCIA – ABSOLUTORIO                            01  
FALLO PRIMERA INSTANCIA – SANCIONATORIO                        03  
FALLO NO EJECUTORIADOS                                                          02 
 
7.6. Expedientes Activos  Detallados  por  Dependencia 2016 
 
Tabla 5. Expedientes activos  detallados  por  dependencia 2016 
DEPENDENCIAS NUMERO DE 
EXPEDIENTES 
Secretaria de Educación, Cultura, Deporte y 
Recreación 
31 
Secretaria de Gobierno 20 
Secretaria de  Transito y Movilidad 8 
Secretaría de Desarrollo Social y Político 7 
Secretaría de Cultura, Recreación y Deporte 5 
Secretaria de Obras Publicas- Gobierno 4 
Secretaria de Hacienda y Finanzas Publicas 3 





Fuente: Elaboración Propia 
 
Se encontró que las quejas con faltas disciplinarias elevadas a pliego de cargos por su 
relevancia obedecían principalmente a las siguientes conductas: 
• Agresión verbal y física de docentes hacia estudiantes, entre pares académicos y 
hacia directivas administrativas de las instituciones educativas. 
• Irregularidades presentadas en las modalidades de selección de la contratación 
estatal remitidas como hallazgos disciplinarios de la Contraloría Municipal de 
Dosquebradas, Procuraduría General de la Nación y Veedurías ciudadanas. 
• Persecución laboral, previo agotamiento de requisito de procedibilidad, comité de 
convivencia en cumplimiento a la ley 1010 de 2006.  
• Falsedad en documento público para calificar al cargo que ocupa como servidor 
público. 
• Extralimitación u omisión en el ejercicio de las funciones  propias del cargo.  
• Detrimento patrimonial por indebida ejecución del contrato de prestación de servicios. 
• Incumplimiento del horario laboral 
• Indebida ejecución de recursos de inversión. 
• Negligencia en adecuada interventoría de contrato estatal de educación. 
 
 
Secretaria General y de las Tics 2 
Secretaria de Planeación 1 
TOTAL PROCESOS ACTIVOS 83 
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Las principales causas de terminación y archivo del proceso disciplinario en ésta 
oficina son: 
• En el transcurso del proceso se demuestra mediante la recolección de pruebas, la 
irrelevancia de la queja disciplinaria. 
• Mediante la etapa probatoria se demuestra que la queja no se cometió o no obedecía 
a un tipo disciplinario. 
• Agotada la etapa probatoria persiste una duda razonable acerca de la comisión de la 
conducta que origina el ilícito disciplinario, lo que obliga a dar aplicación del principio in 
dubio pro disciplinado.    
A demás se pudo constatar que adicional a las investigaciones disciplinarias, las  
actuaciones propias con los lineamientos misionales  que realiza la asesoría son envío 
de circulares preventivas a todas las dependencias en temas relacionados con estudios 
previos de la contratación estatal, supervisión de contratos, cumplimiento de términos 
para responder derechos de petición y cumplimiento de horarios de trabajo. Además 
circulares para dar aplicación al artículo 51 del código disciplinario único, llamados de 
atención verbales por conductas que no alcanzan a constituir una falta disciplinaria 
significativa y capacitaciones programadas para los funcionarios de la administración 
tales como docentes y directivas docentes a nivel de instituciones educativas y 
asesores jurídicos externos de cada secretaría. 
Los fallos emitidos durante la vigencia 2016 de primera instancia fueron: 
1. Fallo sancionatorio al docente de la I.E. Nueva Granada señor Malbory Domínguez 
Taba por falsificación de título académico para ocupar el cargo. Destitución e 
inhabilidad general por el término de 12 años por cometer una falta gravísima a título 
de dolo, dicho fallo no fue apelado. 
2. Fallo sancionatorio a la agente de tránsito Gloria Lucia Morales Henao por mal 
procedimiento en elaboración de comparendo de tránsito injustificado. Suspensión en 
el ejercicio del cargo de agente de tránsito adscrita a la Secretaria de Tránsito y 
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Movilidad del municipio de Dosquebradas, por un término de treinta (30) días e 
inhabilidad especial por el mismo tiempo. Fallo confirmado en segunda instancia. 
3. Fallo sancionatorio al agente de tránsito Juan Carlos Parra Sanabria por omitir la 
entrega de croquis e informe pericial de accidente de tránsito dentro del término 
estipulado en el Código de Tránsito. Multa de sesenta (60) días de salario básico 
mensual devengado al momento de la comisión de la falta correspondiente a la suma 
de dos millones cuatrocientos veintiséis mil ochocientos pesos, por cometer falta leve a 
título de dolo. Fallo recurrido y modificado en segunda instancia a una sanción de 
amonestación escrita por falta leve a título de culpa. 
4. Fallo sancionatorio al rector de la institución educativa Cartagena Prudencio Arturo 
Sánchez Loaiza por extralimitarse en sus funciones al expedir y firmar diplomas 
académicos de bachiller en agropecuario y posteriormente bachiller en bienestar rural 
sin que la institución contara con licencia de funcionamiento para ello. Sanción de 
suspensión en el ejercicio del cargo por el término de siete (7) meses. Aun no se 
encuentra ejecutoriado. 
5. Fallo absolutorio al Secretario de Gobierno Alfredo Castañeda Rodas, por omisión a 
sus funciones en respuesta oportuna a derecho de petición instaurado a esa 
dependencia. 
Aunque este procedimiento se surte de la misma forma en dicha dependencia, las 
circunstancias de tiempo y modo hace que resulten variables en la efectividad de la 
asesoría en cuanto al trámite de los procesos se refiere. No obstante que la tendencia 
a mejoramiento de manejo y trámite de los procesos es a la alta, también es cierto que 
de la misma manera hubo un importante y preocupante incremento en el número de 
quejas atendidas por la oficina desde diferentes fuentes, 34 quejas más en el despacho 
son una clara evidencia de que la oficina debe propender por una labor de enfoque 
más preventivo que correctivo.  
Entre los grandes retos para ésta oficina se encuentra la posibilidad de descongestión 
de las quejas que en principio podría solucionarse con un tratamiento preventivo de la 
falta disciplinaria que implique la disminución en la comisión de la conducta que origina 
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la adecuación típica, y lograr mayor celeridad en el trámite procesal, así mismo 
disminuir las caducidades y nulidades. Lograr una mejor preparación en el derecho 
disciplinario de quienes conformar la oficina de control disciplinario para lograr mayor 
efectividad y legalidad y mayores garantías al debido proceso del investigado para lo 
cual pueden apoyarse de la ESAP en cursos, seminarios y diplomados para 
funcionarios.  
Como plan de mejoramiento se planteó la implementación de certificación del proceso 
disciplinario lo que conlleva a la formulación de formatos, indicadores, planes de 
mejoramiento y seguimiento a los procesos mediante una tabla o base de datos con la 
respectiva actualización rigurosa del estado del proceso. Esto permite que se tenga un 
manejo de la dependencia al igual que en un despacho judicial o juzgado permitiendo 
un control absoluto de cada expediente; a la vez, su certificación permitirá que el 
manejo del proceso disciplinario se dé de manera uniforme, no solo durante la vigencia 
de una administración específica o un periodo de un asesor determinado, sino 
mediante el establecimiento del manejo reconocido y fijado a través de la intranet de la 
Alcaldía del municipio de Dosquebradas del que el ciudadano podrá tener acceso.   
Implementación de check list o lista de chequeo para cada expediente, donde se 
permita establecer que se agotó con la ritualidad procesal de cada instancia, práctica 
integral de las pruebas y debida notificación de autos expedidos.  
La gestión integral del proceso no solo debe incluir la garantía del debido proceso, sino 
también la práctica efectiva de las pruebas que son relevantes en el proceso, pero 
sobre todo la valoración objetiva de la investigación disciplinaria. Para devolverle a los 
ciudadanos la confianza en las instituciones públicas basta con demostrar la 
transparencia de los procesos que se surten en cada una de las dependencias de las 
entidades territoriales, trabajo en que las asesorías de control interno disciplinario 
cumplen un rol fundamental y en la que deben ser ejemplo. El funcionario público en sí 
mismo tiene el deber de cumplir con mayor efectividad sus funciones, sin embargo, 
esta labor es mucho más preponderante cuando de la asesoría se trata porque tiene a 
su cargo la función de imponer el respeto por las normas que estipulan las obligaciones 




La presente investigación permitió no solo establecer una medida en cuanto a la 
evolución del trabajo que se lleva a cabo en la asesoría a la luz del ejercicio práctico 
del derecho disciplinario, sino que también permitió dar a conocer a los lectores que la 
eficacia de este tipo de despachos no puede medirse de ninguna manera a través de 
los fallos disciplinarios sancionatorios que de allí emanen. El trabajo desarrollado 
implica independiente del resultado final concebido, un proceso jurídico juicioso y 
dispendioso que inclusive en el auto inhibitorio debe estar una razón previa 
jurídicamente viable que lo justifique, pero más aún cuando se trata de decisiones tales 
como la terminación y archivo del proceso cuando también deben reunirse pruebas, 
debe realizarse una valoración sistemática de las mismas y de su integralidad de 
acuerdo a las normas que rigen la materia concretamente de que se esté tratando, todo 
ello con la finalidad de descubrir la posible existencia de la ilicitud sustancial que le 
interesa al derecho administrativo sancionatorio como también se denomina en 
América Latina. 
Así mismo, el trabajo que se da a conocer en dichas oficinas es medido desde los 
informes de gestión que se entregan al Concejo Municipal durante las sesiones de 
control político, las cuales dejan entrever el trabajo transparente que desde allí se lleva 
a cabo siempre respetando la reserva legal que tienen estos procesos hasta la etapa 
de formulación de pliego de cargos en que puede hacerse pública dicha información 
según lo establece el mismo estatuto disciplinario en su articulado. 
Aunque si bien es cierto el trabajo de la dependencia  tiene una labor puntual cual fuere 
la investigación y sanción de las conductas disciplinables a la luz del derecho, el rol de 
dichas dependencias bien puede ser desempeñado desde un enfoque preventivo; a 
modo de recomendación se podría sugerir a dicha asesoría trabajar en un proceso de 
capacitación con los servidores públicos, no solo con el fin de que conozcan de que se 
trata el proceso disciplinable y las respectivas faltas que pueden cometerse, sino 
también para que puedan verse menos incursos en cometerlas y trabajar en la 
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relevancia de prestar un buen servicio, desde la sencilla labor de la atención al usuario, 
hasta la debida ejecución del presupuesto y ejecución de recursos que no solo 
disminuirían el número de quejas radicadas y por ende de procesos disciplinarios 
logrando así una mejoría en la celeridad de los tramites que allí se adelanten por 
disminución de los mismos, sino que también se propendería por estimular la buen 
imagen de la administración municipal en general logrando un trabajo conjunto y un 


















9. ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN DE RESULTADOS DE INVESTIGACIÓN 
 
La presente investigación será presentada ante el Centro de Investigaciones Socio 
Jurídicas de la Universidad Libre de Pereira como modalidad de proyecto de grado 
para optar al título de especialista en derecho administrativo, para lo cual una vez sea 
aprobada por el asesor y posterior centro de investigaciones se publicará en la 
biblioteca de la Universidad Libre Seccional Pereira Facultad de Derecho, cuya 
investigación se pretende retomar más adelante en un estudio más profundo y 
exhaustivo para considerarlo trabajo de tesis en los correspondientes estudios de 
















Tabla 6 Cronograma 
FECHA AVANCE PROYECTO 
03/12/2016 Elección de tema proyecto de investigación 
27/01/2017 Asignación docente asesor proyecto Dr. Daniel Morales 
05/04/2017 Revisión de tema escogido por la doctora Ingrid Petro 
03/06/2017 Revisión primera entrega al asesor 
16/09/2017 Revisión proyecto terminado docente asesor 
07/10/2017 
Revisión y aprobación proyecto con modificaciones sugeridas 
por el asesor 
10/10/2017 Presentación proyecto terminado al centro de investigaciones  
10/11/2017 
Presentación proyecto al centro de investigaciones con 
modificaciones 
27/11/2017 Aprobación proyecto de investigación 
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